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Resumen
En México hay 20.2 millones de jóvenes entre 15 y 24 años de edad, 
de los cuales 10.4 millones son adolescentes de 15 a 19 años y 9.8 
millones son adultos jóvenes de 20 a 24 años. Si se incorpora a este 
conjunto de jóvenes el grupo etario de 25 a 29 años, el número de 
jóvenes se incrementa en 7 millones. Este conjunto de jóvenes, que 
representan más de la quinta parte de la población total del país, 
enfrenta dificultades para acceder a instituciones sociales claves para 
su desarrollo como la educación y el trabajo, lo cual constituye un 
proceso de exclusión social que tiene el potencial de reproducir la 
precariedad y la vulnerabilidad a través de las generaciones. Esto no 
sólo merma su propio bienestar sino el futuro desarrollo del país. 
La Secretaría de Educación Pública (SEP) informa que de cada 100 
niños/as que entran a la primaria, sólo 14 llegan a tener un título 
universitario, y de esos muchos están sin empleo. El propósito del 
estudio es visibilizar la urgente necesidad de ampliar la cobertura del 
sistema educativo, así como incorporar al empleo formal a las y los 
jóvenes, para completar el ciclo crecimiento desarrollo sostenido que 
el país necesita. 
Palabras clave: Jóvenes, marginación, cobertura educativa 
limitada, desempleo, pobreza.

1. Introducción.
Existe una idea de la globalización que la considera como 

una fuerza natural que reduce las sociedades a economías, 
éstas a mercados, y éstos a flujos financieros; y según la cual, 
el Estado debe eliminar todo tipo de controles y regula-
ciones del mercado, pues éstas sólo aumentan los costos de 
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producción y reducen las posibilidades de  competitividad; 
por lo que debe dejarse la economía en manos del libre 
mercado. 

Esta globalización, reducida a la mundialización de la 
economía, que fue adoptada por los gobiernos de la región 
latinoamericana en la segunda mitad del siglo XX como el 
nuevo modelo de desarrollo capitalista neoliberal, puso 
en crisis un paradigma de interpretación social que tenía 
vigencia en los países de la región: el modelo económico 
nacionalista con un Estado benefactor que se cambió por 
un mercado abierto al libre flujo de capitales (Touraine, 
2000:13). Este modelo económico en México desde su im-
plantación hasta el momento presente, no se ha mostrado 
capaz de generar un crecimiento sostenido y mantiene la 
economía en condiciones de inestabilidad y vulnerabilidad 
(Laurell, 1997: 81).

El desempleo es la más grande falla del modelo y la prin-
cipal causa de desigualdad y pobreza. La incapacidad del 
sistema económico para generar empleos según el ritmo 
que exige la incorporación de las personas que llegan a 
la edad de trabajar, produjo un desplazamiento de la 
fuerza de trabajo hacia el sector informal de la economía 
(CEPAL, 1993: 319). En 2012 según el Instituto Nacional de 
Estadística Geografía e Informática (INEGI), el 60 por ciento 
de la población ocupada del país se encontraba en el tra-
bajo informal que es la única alternativa de vida para 30 
millones de mexicanos excluidos del mercado formal del 
trabajo (Ruiz, 2014: 195-197, 204). 

En esta situación, de entre los grupos vulnerables que se 
han hecho visibles en México, enfocamos nuestra atención 
en el grupo de jóvenes por su situación de “riesgo social” 
por las privaciones que sufren, derivadas de su vulnerabi-
lidad y exclusión social, y en el impacto que sobre esta si-
tuación tienen las políticas públicas. La vulnerabilidad está 
íntimamente relacionada con la capacidad que tiene una 
persona o grupo social para satisfacer sus necesidades bá-
sicas. 
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2. Desigualdad, pobreza y exclusión
De acuerdo con estimaciones de la Encuesta Nacional de 

Ingresos y Gastos en los Hogares (ENIGH) del INEGI, la po-
blación del país pasó de 117.3 millones en 2012 a 119.9 mi-
llones en 2014, es decir, hubo un incremento de 2.6 millones 
de personas. Entre 2012 y 2014 la población en pobreza en 
México aumentó de 53.3 a 55.3 millones, lo que representa 
un incremento de aproximadamente 2 millones de personas 
(CONEVAL, 2015: 1-2, 4).

En 2010 el estado de Jalisco contaba con 7, 351000 habi-
tantes; 3 601 000 hombres y 3 750 000 mujeres. En la Zona 
Metropolitana de Guadalajara (ZMG) viven 4.434.878 de jalis-
cienses y en el resto del estado 2.772.000 (INEGI, 2011: 10, 
16). En 2012 el 39.8 por ciento de los jaliscienses se encon-
traba en situación de pobreza, lo que equivale a 3.5 millones 
de personas; 34 por ciento se encontraba en condición de po-
breza moderada, lo que en términos absolutos representa 2.6 
millones de personas; y el 5.8 por ciento de la población se 
encontraba en situación de pobreza extrema (casi 450 mil per-
sonas) (Gobierno de Jalisco, 2013:54).

Detrás de la pobreza hay una aguda desigualdad que la 
genera. De los 34 países de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económico (OCDE), México es el que tiene la 
mayor desigualdad en la distribución del ingreso. La diferencia 
entre el ingreso del 10% de las familias más ricas y el 10% de 
los hogares más pobres fue de 28.5 veces en 2010 (Piz, 2013: 
s/p).

El índice de Gini es una medida de la desigualdad ideada 
por el estadístico italiano Corrado Gini. Mide la desigualdad en 
los ingresos o de la riqueza entre los individuos de una región, 
en un determinado periodo. Su valor varía entre 0 y 1, en donde 
0 se corresponde con la perfecta igualdad (todos tienen los 
mismos ingresos) y donde el valor 1 se corresponde con la per-
fecta desigualdad (una persona tiene todos los ingresos y los 
demás ninguno) (Torre, 2013: 170).Es decir, entre más grande 
es el valor del índice de Gini, mayor es la desigualdad en la 
distribución del ingreso (CONEVAL , 2015: 12).
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El índice de Gini en los países más equitativos del mundo 
como Suecia, Noruega y Dinamarca es de 0.25; en el mundo 
desarrollado en general es de 0.30, y el promedio mundial es 
de 0.40. En México, en el periodo 2012-2014 el índice de Gini 
pasó de 0.49 a 0.50 (CONEVAL , 2015: 12).El índice de Gini en el 
estado de Jalisco en 2010 fue 0.46. Esto significa que en ese año 
a nivel nacional, Jalisco se encontraba dentro de los 10 estados 
con menor nivel de desigualdad (CONEVAL , 2012: 28).

Fue a finales de los años 70 del siglo pasado, cuando los 
niveles de desigualdad comenzaron a hacerse notables. A co-
mienzos del nuevo siglo la brecha entre ricos y pobres se había 
incrementado incluso en los países escandinavos que hasta en-
tonces se habían caracterizado por sus considerables niveles 
de igualdad (Torre, 2013: 170).

“Los “NINIS”

El conjunto de jóvenes de 15 a 29 años de edad que hay 
en el país (alrededor de 27 millones) tienen dificultades para 
acceder a instituciones claves para su desarrollo como la edu-
cación y el trabajo, lo cual constituye un proceso de exclusión 
social que tiene el potencial de reproducir la precariedad y la 
vulnerabilidad a través de las generaciones. 

La tasa de desempleo entre los jóvenes duplica la de la po-
blación general (9.6 por ciento). Además, 40 por ciento de los 
jóvenes que trabajan no gozan de prestaciones. Los cambios 
ocurridos en el mercado de trabajo reflejan el deterioro de las 
condiciones laborales que se caracterizan por empleos tempo-
rales, no calificados, sin contrato legal, al margen de las contra-
taciones colectivas; carencia de organización sindical, jornadas 
de trabajo superiores a las de la ley, ausencia de prestaciones, 
y de seguridad social. De cada 10 jóvenes de 15 a 29 años de 
edad que se incorporan al mercado laboral 6 lo hacen sin tener 
contrato de trabajo, 7 realizan actividades ajenas a los estudios 
que cursaron, 3 no disfrutan de prestaciones laborales, 2 tienen 
jornadas de más de 50 horas semanales, y alrededor de 9 tienen 
ingresos inferiores a 2 salarios mínimos (Román, 2013: 166-171).
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El salario mínimo establecido por la Comisión Nacional de 
los Salarios Mínimos mediante resolución publicada en el Diario 
Oficial de la Federación (DOF) del 18 de diciembre de 2015, 
vigente a partir del primero  de enero de 2016, es de 73 pesos. 
El costo de la canasta básica se ubicó en la Zona Metropolitana 
de Guadalajara en más de 8 mil pesos, para adquirirla son ne-
cesarios 4 salarios mínimos. Pero ocurre que en Jalisco 60 por 
ciento de la población total ocupada vive con 3 o menos sala-
rios mínimos: 29 por ciento gana entre 2 y 3 salarios mínimos; el 
22 por ciento entre 1 y 2, y el 9 por ciento percibe menos de 1 
salario mínimo. Sólo el 20 por ciento percibe entre 3 y 5 salarios 
mínimos y alrededor del 8 por ciento percibe más de 5 salarios 
mínimos (Loera, 2015: 15).

Muchos jóvenes aceptan condiciones precarias de trabajo 
porque continúan estudiando, lo que les impide conseguir un 
trabajo de tiempo completo. Los trabajadores con menor pre-
paración obtienen empleos con niveles de precariedad más 
altos, sin embargo,  los jóvenes con más escolaridad, no tienen 
los mejores empleos (Román, 2013: 189).

El acceso de sectores populares a la universidad, da cuenta 
de la exclusión social a través de la desigualdad de oportuni-
dades para acceder a la enseñanza. En el momento actual sigue 
creciendo el número de jóvenes sin oportunidad de estudio o 
de empleo dignamente remunerado (López y Moncada-Jaimes, 
2012: 385).

La Secretaría de Educación Pública (SEP) informa que de cada 
100 niños/as que entran a la primaria, sólo 14 llegan a tener un 
título universitario, y de esos profesionales muchos están sin 
empleo. El INEGI por su parte informa que el 37 por ciento 
de los desempleados tienen estudios terminados de bachille-
rato y de nivel superior. El Instituto Tecnológico y de Estudios 
Superiores de Monterrey hizo un estudio en 2012 con una ge-
neración que se había titulado 10 años atrás, resultó que el 80 
por ciento de los egresados estaban trabajando en campos 
ajenos al que habían estudiado (Rosique, 2013: 112-113).

El papel de la educación es central para reducir la pobreza 
y promover mayor equidad en el acceso de oportunidades de 
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bienestar, mediante la formación de sujetos con capacidad de 
abstracción, de desarrollar una mente creativa, de insertarse 
con mejores ingresos en el mundo laboral, de dialogar acti-
vamente en espacios decisorios y de ejercer sus derechos po-
líticos en una democracia participativa. La educación así en-
tendida, puede ser el eslabón entre dinamismo productivo, 
bienestar social e institucionalidad democrática (Hopenhayn, 
2001: 75, 77).

Los bajos índices de cobertura en el nivel medio superior 
y superior en nuestra país nos ubican, de acuerdo con orga-
nismos internacionales, en tercer lugar en población juvenil 
inactiva; condición que llevó al poder legislativo a reformar 
los artículos constitucionales 3 y 31, que conceptualizan como 
obligatoria y básica la enseñanza media superior en todos sus 
tipos y modalidades a partir del ciclo escolar 2012-2013; lo 
cual presumiblemente posibilitará oportunidades de estudio a 
los jóvenes en edad de cursar esta etapa educativa. Sin em-
bargo, la implementación de esta obligatoriedad presenta di-
ficultades de incertidumbre política y de solvencia financiera 
(Mendoza, 2011: 6). 

En América Latina, según el Informe Mundial sobre la 
Juventud de 2007, entre el 18 y el 20 por ciento de los adoles-
centes entre 15 y 19 años, no estudiaba ni trabajaba. La OCDE y 
la Organización Internacional del Trabajo (OIT), dan cuenta que 
en Centroamérica la cifra es de 21 por ciento, y la Organización 
de Naciones Unidas (ONU) informa que en el Caribe la cifra es 
de 20 por ciento. En México no existe una cifra exacta sobre 
su número, pero se calcula que es alrededor del 20 por ciento 
de la población entre 12 y 29 años de los cuales 6 millones son 
mujeres. Más allá de la manipulación de las cifras, el aumento 
de esta población trae consecuencias para el país, ya que es 
susceptible de ser captada por el crimen organizado. 

El concepto NEED fue definido por el gobierno inglés en 
el documento Transforming Youth Work publicado en el año 
2000. Significa not in employment, education or training (ni 
trabaja, ni estudia, ni recibe formación). En los países de habla 
hispana se utiliza la denominación “NINI”, que equivale al 
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acrónimo NEED. A mediados de la primera década del siglo 
XXI empezaron a aparecer noticias en los medios mexicanos 
sobre el fenómeno de los “ninis”, haciendo alusión a varios 
millones de mexicanos entre 15 y 34 años que ni estudian ni 
trabajan. Según esta imagen, la sobrevivencia de los “ninis” se 
resuelve quedándose a vivir en el hogar de los padres. Por un 
lado, buscan trabajo pero no lo encuentran, y por otro, aunque 
las instituciones de educación superior ofrecen oportunidades 
con sistemas alternativos de universidad abierta o a distancia, 
un detonante de este problema es el desempleo por una parte 
y por otra la deserción escolar. 

Lo que viven los “ninis” es una verdadera marginación y ex-
clusión social por parte de un sistema que no ha sido capaz 
de planear su futuro; que tienen un presente vacío de oportu-
nidades; obligados a mantener esta situación de ocio forzado 
angustiante y doloroso; que buscan pero no encuentran un 
lugar en la sociedad, aun los que terminan una carrera, por lo 
que muchos se van al extranjero en busca de oportunidades, lo 
que resulta una transferencia de capital social, que se convierte 
en un capital agregado para los países receptores, pues acá se 
hizo la inversión para educarlos, y allá se recibe el beneficio de 
una fuerza de trabajo calificada. La frustración se refleja en el 
incremento de suicidios en población cada vez más joven, que 
se ha convertido en la tercera causa de muerte entre los adoles-
centes. Cifras del Instituto Nacional de Psiquiatría revelan que 
de 1990 a 2000 se incrementó en un 74 por ciento el suicidio 
para los jóvenes de 15 a 24 años (Rosique, 2013: 108, 11-112).

3. La marginación
Desde una perspectiva conceptual, la marginación es un fe-

nómeno complejo y multidimensional que tiene diversas formas 
de expresión. El índice de marginación (IM) fue desarrollado en 
1993 por el Consejo Nacional de Población (CONAPO), y tuvo 
como antecedentes una propuesta de la Coordinación General 
del Plan Nacional de Zonas Deprimidas y Grupos Marginados 
(COPLAMAR) en 1982 y otra del mismo CONAPO en 1990. 
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Este índice identifica cuatro dimensiones estructurales de la 
marginación (cuatro formas de exclusión), y mide su inten-
sidad espacial como porcentaje de la población que no parti-
cipa del disfrute de bienes y servicios esenciales para el desa-
rrollo de sus capacidades básicas. De esta manera, el índice 
de marginación es una medida-resumen que permite dife-
renciar entidades federativas y municipios según el impacto 
global de las carencias que padece la población.

El IM se construye a partir de nueve indicadores de ex-
clusión social expresados en forma de porcentaje: población 
analfabeta de 15 años o más y población sin primaria com-
pleta de 15 años o más; ocupantes en viviendas inadecuadas: 
sin agua entubada; sin drenaje ni servicio sanitario exclusivo; 
con piso de tierra, sin disponibilidad de energía eléctrica y 
con algún nivel de hacinamiento; población en localidades 
con menos de 5,000 habitantes, y población ocupada con in-
gresos monetarios insuficientes (ingresos de hasta dos sala-
rios mínimos).

Entre menor es el valor del IM, menor es la proporción de 
la población en condiciones de aislamiento geográfico, con 
ingresos monetarios reducidos, carentes de una mínima es-
colaridad y con vivienda inadecuada. Se trata de una medida 
continua que aumenta de valor en tanto mayores porcentajes 
de la población viven en localidades pequeñas, en viviendas 
inadecuadas, con falta de acceso a la educación y con in-
gresos monetarios reducidos. Es decir, el mayor porcentaje 
indica menos oportunidades para acceder a los beneficios del 
desarrollo El valor más elevado y el más bajo de este índice 
representan las situaciones de mayor y menor marginación 
(INEGI, 2011: 23, 28).

Para fines de identificación de los núcleos geográficos 
con marginación similar, las entidades se estratifican en cinco 
grupos, atribuyéndole a cada una un grado de marginación 
de entre los cinco que son: muy bajo, bajo, medio, alto y muy 
alto. Este IM ofrece un criterio sólido para priorizar acciones 
de política social en los distintos niveles de gobierno. 

Vale la pena destacar que los municipios de México con 
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alto y muy alto grado de marginación totalizan 1 251, es decir, 
casi 50 por ciento de los 2 454 municipios del país.

Municipios con muy baja marginación           279
Con baja marginación                                    423
Con marginación media                                 501
Con marginación alta                                     886
Con marginación muy alta                             365
(Bustos, 2011: s/p).

En 2010 el IM nacional fue de 16.83 y el de Jalisco de 11.83. 
Jalisco ocupa el lugar número 27 en el contexto nacional. En 
Jalisco la población analfabeta representa el 4.39 por ciento, 
con primaria incompleta el 18.2 por ciento; viviendas sin agua 
entubada 3.86 por ciento, sin drenaje 1.50 por ciento, con piso 
de tierra 3.19 por ciento, sin energía eléctrica 0.78 por ciento, 
con algún nivel de hacinamiento 30.10 por ciento; población en 
localidades con menos de 5000 habitantes 17.50 por ciento; y 
población ocupada con ingresos de hasta dos salarios mínimos 
27.15 por ciento (Conapo, 2013: 26).

 4. Las políticas públicas
La desigualdad, marginación y exclusión, no son sólo resul-

tado de las fuerzas abstractas del mercado, sino también de 
políticas económicas que dan forma y dirigen las fuerzas de 
la tecnología y el mercado; en este marco, el gobierno juega 
un papel primordial, ya que es el agente que diseña, aplica y 
supervisa las reglas del juego, otorga recursos y altera la di-
námica de la riqueza a través de la redistribución del ingreso 
(Moreno, 2013: 278).

La política y las políticas públicas son entidades diferentes, 
pero que se influyen de manera recíproca. Tanto la política 
como las políticas públicas tienen que ver con el poder social. 
Pero mientras la política es un concepto amplio, relativo al 
poder en general: la búsqueda de la felicidad, la lucha por el 
poder, el arte de gobernar; las políticas públicas corresponden 
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a soluciones específicas de cómo manejar los asuntos públicos. 
El idioma inglés recoge con claridad esta distinción entre po-
litics y policies (plural de policy). Politics: la ciencia o arte que 
trata  de la administración y manejo de los negocios públicos. 
Policy: curso o plan de acción, particularmente política (Lahera, 
2004: 5).

A lo largo de más de 30 años las políticas sociales en México, 
cuyos objetivos explícitos han sido eliminar la marginación en 
que viven sus beneficiarios, no han logrado avances en ese 
sentido. Han sido utilizadas para generar apoyo popular al go-
bernante en turno y para prevenir los potenciales conflictos po-
líticos y sociales derivados de la concentración de la riqueza en 
unos pocos a costa de las masas populares. En otras palabras, 
sus acciones, al margen del discurso, más que buscar solu-
ciones al problema de la pobreza, han estado relacionadas con 
las cambiantes necesidades gubernamentales de estabilidad 
política y social; por lo que pueden definirse como políticas de 
administración de la pobreza y no de combate a la misma. Lo 
que se buscaba era identificar las necesidades económicas y 
sociales de los sectores pobres, antes de que partieran de ellos 
las demandas convertidas en protesta social (Barajas, 2011: 64, 
71).

5. Políticas públicas y derechos humanos
Las políticas públicas son la respuesta que el Estado puede 

dar a las demandas de la sociedad en forma de instituciones, 
normas, prestaciones, bienes públicos o servicios. Los compo-
nentes de las políticas públicas son los principios que las orientan 
o sustentan, los instrumentos mediante los cuales se ejecutan y 
los servicios o acciones que se llevan a cabo de acuerdo a los prin-
cipios propuestos. Tienen la potencialidad de resolver problemas 
concretos, de promover la equidad y la integración social. Pero ni 
son siempre tan públicas, ni siempre responden a las necesidades 
de las personas a quienes están dirigidas. Puede suceder que 
se diseñen desde un escritorio y al momento de implementarlas 
surgen deficiencias. Como son producto de las decisiones de los 
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gobiernos, pueden no representar los intereses de los distintos 
sectores de la sociedad (Ruiz y Cárdenas, 2013: s/p).

Últimamente se ha extendido un consenso, en relación a la 
necesidad de pensar las políticas públicas como parte de las obli-
gaciones estatales para el cumplimiento efectivo de los derechos 
humanos. Enfoque que supera la visión de las políticas públicas 
como la oferta de beneficios de tipo asistencial, que pueden o no 
ser asumidos por órganos estatales. Se pasa así, de la considera-
ción de las personas como meros “beneficiarios” de programas 
sociales, a su valoración como titulares de derechos, cuya garantía 
es responsabilidad del Estado (Dornell et al, 2015: 80).

El Estado está obligado a regular y a vigilar el cumplimiento 
de los derechos humanos mediante un sistema legal sancionador 
en caso de su violación. Esto significa que debe haber una estruc-
tura organizacional con la creación de instituciones a las cuales el 
Estado debe proporcionarles los medios necesarios para su buen 
desempeño, esto incluye la elaboración de programas y políticas 
públicas. Se hace indispensable un sistema jurídico que además 
de reconocer los derechos, los proteja con la eficacia necesaria 
para evitar que se conviertan en declaraciones de buena vo-
luntad. Este reconocimiento ha sido validado por la Constitución 
Mexicana con su reforma promulgada el 10 de junio de 2011, 
donde el primer capítulo “De las garantías individuales”, es hoy 
“De los derechos humanos y garantías individuales” (Kurczyn, 
2014: 76, 81). Esta reforma puso en la palestra a los derechos 
humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados interna-
cionales de los que México es parte (Ruiz, 2014: 196).

La reforma constitucional en referencia describe lo siguiente: 
Artículo Primero “En los Estados Unidos Mexicanos todas las 
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta 
Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, 
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los 
casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece”. 
A este respecto el Artículo constitucional 133 establece: “Esta 
Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen 
de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, 
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celebrados y que se celebren por el presidente de la República 
con aprobación del senado, serán la Ley Suprema de  toda la 
Unión…” (Camacho, 2014: 35, 55).

El trabajo es un derecho humano conforme lo establece el ar-
tículo 23 de la Declaración Universal de los derechos Humanos 
de Naciones Unidas, que entre otras cosas dice que toda persona 
tiene derecho a la libre elección de su trabajo, a condiciones equi-
tativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el des-
empleo; a igual salario por trabajo igual sin discriminación alguna; 
y a una remuneración equitativa y satisfactoria que le asegure, así 
como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana 
y que será completada, en caso necesario, por cualesquier otro 
medio de protección; así como derecho a sindicarse para la de-
fensa de sus intereses (Ruiz, 2014: 204-205).

Tanto el derecho al trabajo como a la educación están garanti-
zados en nuestra Carta Magna. La Constitución Política mexicana 
en su artículo 123 establece “toda persona tiene derecho al tra-
bajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación 
de empleos y la organización social para el trabajo conforme a la 
ley”. De acuerdo con el numeral VII de este artículo “Los salarios 
mínimos generales deberán ser suficientes para satisfacer las ne-
cesidades normales de un jefe de familia, en el orden material, 
social y cultural, y para proveer a la educación obligatoria de los 
hijos”. 

El Artículo tercero Constitucional establece “Todo individuo 
tiene derecho a recibir educación. El Estado-Federación, Estados, 
Distrito Federal y municipios, impartirá educación pre-escolar, 
primaria, secundaria y media superior. La educación pre-escolar, 
primaria y secundaria conforman la educación básica; ésta y la 
media superior serán obligatorias” El numeral V de este artículo 
establece “además de impartir la educación preescolar, primaria 
y secundaria, señaladas en el primer párrafo, el estado promoverá 
y atenderá todos los tipos y modalidades educativos -incluyendo 
la educación superior- necesarios para el desarrollo de la Nación, 
apoyará la investigación científica y tecnológica, y alentará el for-
talecimiento y difusión de nuestra cultura” (Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos)
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6. A modo de conclusión
El trabajo es el medio más importante no sólo para producir 

los bienes y servicios necesarios para la sociedad, sino también de 
realización personal, pero a las estructuras productivas de nuestra 
sociedad no les interesa la expansión del empleo, ni la distribución 
equitativa de los beneficios, sino aumentar la productividad y las 
ganancias.

La economía global ha beneficiado a muy pocos en detrimento 
de la mayoría. Los cambios ocurridos en el ámbito laboral han ahon-
dado la desigualdad y generalizado la pobreza. La desigualdad no 
sólo dificulta el crecimiento económico, sino que puede contribuir 
a disminuirlo, lo que a su vez hace difícil reducir la desigualdad. A 
pesar de los logros en la lucha contra la pobreza, ésta persiste sin 
que se haya logrado estabilizar el crecimiento económico, ni me-
jorar las condiciones de vida de los jóvenes y de la población en 
general. El abatimiento de la pobreza se ve frenado por la desigual 
distribución del ingreso a favor de los no pobres

La educación es una palanca decisiva para el desarrollo. La forma-
ción de recursos humanos constituye el eje articulador de los cam-
bios productivos, la participación ciudadana y la movilidad social. 
Sin embargo, en el momento actual sigue creciendo el número de 
jóvenes sin oportunidad de estudio o de empleo dignamente re-
munerado. Nuestro sistema educativo nacional no está generando 
condiciones más equitativas que permitan a todos tener las mismas 
oportunidades que permitan su desarrollo integral. 

Para los jóvenes la escuela es un medio para lograr reconoci-
miento social, para ser alguien en la vida, y para conseguirlo la 
principal estrategia es estudiar y trabajar. Es cierto que tener un 
título universitario es mejor que no tenerlo, pero esto ya no es 
ninguna garantía de empleabilidad y de movilidad social. En la 
actualidad contar con un grado universitario no es garantía para 
obtener un trabajo relacionado con la profesión. Los egresados 
universitarios no encuentran oportunidades laborales para ejercer 
lo que estudiaron.

Las políticas públicas privilegian la operación más que los re-
sultados, en este sentido, están más dirigidas a controlar el orden 
social, que a garantizar los derechos de los ciudadanos. Persiguen 
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más la estabilidad política que el desarrollo de las comunidades. 
Tratan de seducir a los sujetos bajo el disfraz de la inclusión, pero 
en realidad están dirigidas a “atenuar” las consecuencias y los con-
flictos sociales que trae aparejado el modo de producción capita-
lista actual.

No obstante, el Estado mexicano ha sido ineficiente para res-
ponder de manera eficaz a las necesidades económicas y socio-cul-
turales de la población joven.Dada la magnitud de las carencias y 
rezagos que afectan a este grupo, es necesaria una planeación de 
reformas que hagan posible completar el ciclo crecimiento desa-
rrollo de manera sostenida que permita la incorporación de todos 
a los recursos, bienes y servicios que les corresponden por de-
recho, con la implementación de políticas públicas que incentiven 
el crecimiento, la creación de empleos y la reducción de las des-
igualdades en la distribución del ingreso, y programas específicos 
que amplíen la cobertura del sistema educativo. 
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